
Expte.  

EXCMA. SRA. CONSEJERA DE SALUD Y
CONSUMO
DIPUTACIÓN GENERAL DE ARAGÓN
Edificio Pignatelli
50004 ZARAGOZA

8 de septiembre de 2005

I.- HECHOS

Primero.- En su día, tuvo entrada en esta Institución un escrito de queja
que quedó registrado con el número  de referencia  arriba expresado, al que
ruego haga mención en ulteriores contactos que llegue a tener con nosotros.

Segundo.- En el referido escrito de queja se aludía a que D. A. P. había
presentado  un  escrito  en  el  Registro  General  de  la  Diputación  General  de
Aragón  con  fecha  1  de  febrero  del  año  en  curso  dirigido  a  la  Dirección
General de Salud Pública sin haber obtenido respuesta alguna.

Tercero.-  Habiéndose  examinado  dicho  escrito  de  queja  se  acordó
admitir  el  mismo  a  supervisión  y  dirigirnos  a  la  Excma.  Sra.  Consejera  de
Salud  y  Consumo  de  la  Diputación  General  de  Aragón  solicitando
información  sobre la cuestión  planteada  en la queja y, en particular, acerca
de  los  motivos  por  los  que  no  se  había  dado  contestación  al  escrito
presentado por el ciudadano.

Cuarto.- En  cumplida  atención  a  nuestro  requerimiento  se  nos
proporcionó un informe en el que se venía a decir lo siguiente:

“Las  gestiones  que  habitualmente  se  realizan  en  aplicación de  la Ley
3/2001  de  4  de  Abril  de  Prevención  de  Drogodependencias  en  lo
referente al consumo de tabaco:

En  el  marco  del  Programa  de  Prevención  y  Control  de
drogodependencias  y en concreto  sobre el consumo de tabaco en los
lugares  en  los que  existe  prohibición,  se  realizan  las inspecciones  de
oficio  que  se  considera  pertinentes  e  inspecciones  con  motivo  de
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denuncias  sobre  incumplimiento,  de  particulares,  asociaciones  o
diferentes entidades.

Tras  la  inspección  se  sigue  el  protocolo  de  actuaciones  establecido,
siendo  una  de  ellas la información  al denunciante  sobre las gestiones
realizadas.

En  el  caso  de  D.  A.  P.,  no  existe  denuncia  concreta  sobre  infracción
prevista  en la Ley mencionada;  en su escrito solicita un informe sobre
las  actuaciones  efectuadas  en  relación  al  consumo  de  tabaco  por  la
Dirección General de Salud Pública.

La información relativa a las actuaciones de promoción de la salud y/o
prevención y control en la materia de que se trate, sigue los cauces de
comunicación e información establecidos, y no se considera pertinente
atender  a  solicitudes  de  particulares  no  motivadas,  sobre  informes
anuales de actividad o contenidos de programas concretos.

De este hecho D. A. P., fue informado por teléfono”.

Quinto.- A  la  vista  de  la  contestación  proporcionada,  se  consideró
oportuno solicitar una ampliación de la misma interesando, en particular, si se
publicaba  algún  informe  o  programa  de  acceso  público  que  recogiera  la
información  solicitada  por  el  presentador  del  escrito  a  fin  de  facilitarle  el
acceso a la misma.

Sexto.- En contestación se nos pone de manifiesto que se dispone de
una página web, a la que se accede a través de la página del Gobierno de
Aragón,  y  que  en  dicha  página  se  puede  encontrar  la  información  que  se
considera  de  utilidad,  para  que  el  ciudadano  pueda  conocer  los  efectos
nocivos  del  tabaco,  acceda  a  consejos  útiles para  dejar  de  fumar  y  pueda
revisar  políticas  de  control  y  normativa  vigente,  existiendo  un  buzón  de
información  y  sugerencias  al  que  pueden  dirigirse  los  particulares  que  lo
deseen.

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.- El escrito presentado en el Registro General de la Diputación
General  de  Aragón,  en  fecha  1  de  febrero  de  2005,  contenía  cuatro
concretas  peticiones  relacionadas  con  la  Ley  3/2001,  de  4  de  abril,  en
materia de tabaquismo, y que eran las siguientes:

“A) Nº de controles en Hostelería el pasado año.
B) Nª de denuncias por parte de las instituciones (no de particulares).
C) Nª de sanciones derivadas de dichas denuncias.



D) Cuando los clientes de un local fuman en zonas prohibidas,  qué se
puede hacer y quién lo debe hacer.”

Segunda.-  En  los  informes  proporcionados  por  ese  Departamento  a
consecuencia de las peticiones realizadas desde esta Institución, se exponen
las gestiones que habitualmente se realizan en aplicación de la Ley 3/2001,
de 4 de abril, de Prevención de Drogodependencias, información que podría
haber sido facilitada al interesado en respuesta a su escrito, sin que hubiere
resultado  preciso  determinar  el número  concreto  de  controles,  denuncias y
sanciones derivadas de las misma.

De otra parte, en el apartado  D) del escrito transcrito se contenía  una
concreta solicitud de información, ya que lo requerido es conocer la conducta
que  ha  de  llevarse  a  cabo  si  se  aprecia  un  incumplimiento  de  la  Ley  en
materia  de  tabaquismo  en  locales  de  pública  concurrencia,   y  sin  que
debamos  entrar  a  valorar  el  sentido  de  la  contestación  que  hubieran
merecido cada uno de los extremos planteados y, en particular, del apuntado
anteriormente,  los mismos deberían haber  sido objeto  de  una  aclaración  al
interesado  presentador  de  la  queja  mediante  un  escrito  notificado
personalmente  al  mismo;  sin  perjuicio  de  las  distintas  informaciones
facilitadas a esta Institución.

Tercera.- Al respecto,  es de observar que la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
en su redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, y en particular, en
su artículo 42,  prevé que:

1.- La Administración está obligada a dictar resolución expresa en
todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de
iniciación.

....

El  plazo  máximo  en  que  debe  notificarse  la  resolución  expresa
será  el  fijado  por  la  norma  reguladora  del  correspondiente
procedimiento.  Este plazo no  podrá exceder  de  seis meses salvo que
una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto
en la normativa comunitaria europea.”

Por tanto, la Administración, en este caso la Autonómica, debería haber
dado  contestación  formal  al  escrito  formulado,  estando  clara  la  obligación
que  tiene  de  dar  cumplida  contestación  a  cuantas  solicitudes  y
reclamaciones formulen los interesados.



III.- RESOLUCIÓN

Por todo lo expuesto, y en uso de las facultades que me confiere la Ley
4/1985,  de  27  de  junio,  reguladora  del  Justicia  de  Aragón,  considero
conveniente elevar a su consideración lo siguiente:

 Sugerir que  se  proceda  a  dar  contestación  personal  al  escrito
presentado en el Registro General de la Diputación General de Aragón el 1
de febrero de 2005.

Agradezco de antemano  su colaboración y espero que en un plazo
no superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada,
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


